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LIMA

Lima, diecinueve de agosto de dos mil diez.-

VISTOS; el  recurso  de  nulidad

interpuesto  por  el  Procurador  Público  Ad  Hoc  del  Estado,  en  su

calidad de parte civi l,  contra el auto superior de fecha veinte de

noviembre de dos mil  nueve,  corriente a fojas cuatro mil  sesenta

y  dos;  interviniendo  como  ponente  la  s eño ra  Jue za  Sup rema

Ba r r i o s  A l va r ado ;  de  con f o rm idad  con  l o  o pinado  por  el

señor Fiscal  Supremo en lo Penal; y  CONSIDERANDO: Primero:

Que  el  recurrente,  en  su  recurso  fundamentado  a  fojas  cuatro

mil  ochenta,  cuestiona  la  decisión  del  Colegiado  Superior  de

admitir  el  retiro  de  la  acusación  fiscal  a  favor  de  José  Antonio

Rodríguez  Alfaro  y  Roxana  Rodr íguez  Al faro,  como  cómpl ices

secundar ios,  en  e l  del i to  con t ra  l a  Admin i s t rac i ón  Púb l i ca ,

en  l a  moda l i dad  de  enr iquec im ien to  i l í c i to  en  p erjuicio  del

Estado,  alegando  que  la  resolución  que  da  por  retirada  la

a c u s a c i ó n  s e  h a y a  d e f i c i e n t e  o  i n a d e c u a d a m e n t e

motivada,  pues  no  profundiza  en  el  anál isis  detal lado  de  cada

una  de  las  conclusiones  de  las  pericias  de  cargo,  ni  resalta  los

ingresos y egresos  que no se incorporaron a las mismas;  además

-de  modo  genérico-, indica que, respecto a los procesados Roxana y

José  Antonio  Rodríguez  Alfaro,  la  Sa l a  P e n a l  Su p e r i o r  n o

e va l u ó  t o d o s  l o s  me d i o s  p r o b a t o r i o s  incorporados  y

debatidos en el juicio oral, que -considera-  de suficiente ca r ác te r

i n c r im ina to r i o  pa ra  con t i nua r  l a  c au sa  pena l  has ta  una

sentenc ia  condenato r ia ;  f ina lmente ,  expresa  que  no

obstan te ,  se  reconoce  que  no  puede  ex i s t i r  sen tenc ia  s i n

acusac ión  f i s ca l ,  su  pretensión ¡mpugnatoria no se ve afectada

desde  que,  a  la  fecha  de  su  impugnación,  no  existe  un  doble

pronunciamiento por parte del Órgano Persecutor. Segundo: Que,

fluye  de  la  acusación  escrita  de  fojas  tres  mil

trescientos  noventa  y  siete,  complementada  y  corregida  a  fojas



tres  mil  cuatrocientos  nueve,  que  se  incrimina  a  los  hermanos

Roxana  y  José  Antonio  Rodríguez  Alfaro  haber  realizado  actos

de colaboración que permitieron que su tío Winston Enrique Alfaro

Vargas,  en  su  condición  de  oficial  del  Ejército  Peruano,  desde  el

año mil novecientos setenta y siete  hasta  el  año  dos  mil  uno,  se

enriqueciera  i l íc itamente  por  razón  del  c a r g o  p ú b l i c o  q u e

d e s e m p e ñ ó  e n  l a  c i t a d a  i n s t i t u c i ó n ,  s u s  contribuciones

habrían  consistido  en  haber  registrado  a  sus  nombres  bienes

muebles  e  inmuebles  incrementando  ilícitamente  su  patrimonio.

Hechos  que  sostienen  su  calificación  contra  la  conducta  de  los

referidos  p r o c e s a d o s  c o m o  c ó m p l i c e s  s e c u n d a r i o s  d e l

d e l i t o  c o n t r a  l a  Administración  Públ ica,  en  la  modalidad  de

enriquecimiento  i l íc i to.  Tercero: Que,  en  el  curso  del  proceso

contra  los  encausados  José  Antonio  Rodríguez  Alfaro  y  Roxana

Rodríguez  Alfaro,  y  ante  su  resistencia  contra  la  imputación

-afirmando no haber prestado colaboración a su tío Winston Enrique Alfaro Vargas,

pues  los  bienes  que  se  encuentran  registrados  a  su  nombre  o  les  pertenecen  o

provienen  de  fuente  distinta-, las  pericias  contables  efectuadas  sobre

las  resultas  de las  diferencias  entre  sus  ingresos y  egresos,  eran

consideradas  desde  la  imputación  como  determinantes  para

acreditar  la  responsabil idad  de  los  encausados.  En  efecto,  la

incriminación  se  sostenía  probatoriamente  en  las  pericias

contables  practicadas  por  los  peritos José Samuel  Bellido Luján y

Nelly  Ylce  Llanos  Aguilar  de  Cáceres,  que  corre  a  fojas  dos  mil

ochocientos  cuatro,  y  la  efectuada  por  los  peritos  Ricardo

Enrique Chávez  Díaz  y  Fernando  Esteban Quiroz  Ponce,  de  fojas

tres  mil  ciento  ochenta  y  uno,  que  establecían  que  entre  los

ingresos y egresos de los  procesados Roxana Rodríguez  Alfaro  y

José  Antonio Rodríguez Alfaro,  existía  un desbalance patrimonial

-desfavorable  a  sus  intereses  procesales-. Sin  embargo,  con

posterioridad a la acusación  escri ta,  se  presentaron  las  per ic ias

contables  confeccionadas  por  el  perito  Víctor  Eduardo  Igreda

Milla,  que  obran  a  fojas  tres  mil  quinientos  trece  y  tres  mil

quinientos  ochenta  y  siete,  a  favor  de  Roxana  Rodríguez  Alfaro  y

José  Antonio  Rodríguez  Alfaro,  respectivamente,  que  concluyen



por  la  inexistencia  de  desbalance  patrimonial.  Que  producida

dicha  contradicción  entre  las  pruebas  de  cargo  y  de  descargo,

se  imponía,  que  en  el  curso  del  juzgamiento  se  actúe  la

ratificación  y  examen  del  perito  que  formuló  los  informes

contables  favorables  a  los  procesados,  a s í  como  l a  ac tuac ión

de  un  deba te  pe r i c i a l  con  l o s  pe r i t o s  que   informaron a favor

de  la  incriminación  fiscal.  En  la  décima  sétima  sesión  del  juicio

oral,  de  fecha  veintiocho  de  setiembre  de  dos  mil  nueve,

conforme  se  desprende  del  acta  de  fojas  tres  mil  ochocientos

ochenta  y  cua t ro ,  e l  pe r i t o  V í c to r  Eduardo  l g reda  M i l l a  se

ra t i f i có  de  sus  conclusiones y respondió a las preguntas que las

partes  y  el  tribunal  le  f o rmu l a r on  r e sp e c t o  d e  s u

expe r i e n c i a ,  mé t od o  e mp l e ado  p a r a  elaborar su pericia y las

justificaciones  de  sus  principales  diferencias  con  las  pericias

oficiales  incriminatorias  que  corren  en  autos,  argumentando  e l

e s p e c i a l i s t a  a  f a v o r  d e  l a s  c o n c l u s i o n e s  d e  s u

d i c t a m e n ,  reafirmándose  en  que  no  existe  desbalance

patrimonial  en  los  balances  f inancieros  del  patrimonio  de  los

citados  encausados;  por  ello,  en  la  décimo  octava  sesión  de

juicio  oral,  de fecha cinco  de octubre de dos  mil nueve -véase acta

de fojas tres mil novecientos doce-, se efectuó un vasto y profundo debate

pericial  entre  los  peritos  de  oficio  Nelly  Ylce  Llanos  Aguilar  de

Cáceres  y  José  Samuel  Bellido  Luján  contra  Víctor  Eduardo

Igreda  Milla;  y  se  admitió  el  desistimiento  del  segundo  debate

pericial  programado  por  inconcurrencia  reiterada  de  los  peritos

oficiales, lo cual no fue objetado por las partes, incluida la parte

recurrente.  Tras  las  nuevas  ac tuac iones  p robato r ia s

apo r tadas  en  e l  p lenar io ,  en  la  vigésima  cuarta  sesión  de

audiencia,  de fecha trece de noviembre de  dos mil nueve,  -véase

acta de fojas cuatro mil  cuarenta y siete-  en la etapa correspondiente a

la  presentación  final  de  las  conclusiones  del  Fiscal  Superior  —

también llamada requisitoria  oral-  el órgano persecutor, con base en lo

actuado en los debates orales —menciona los exámenes practicados en el

plenario  a  testigos  y  procesados-,  principalmente  en  el  debate

pericial,  retira su pretensión punitiva y solicita  el archivamiento



de  la  causa,  justificando  ello,  respecto  de  la  imputación  contra

Roxana  Rodríguez  Alfaro,  en  que  los  peritos  oficiales  no  se

reafirmaron  en sus  dictámenes,  admit iendo  que  no  tomaron  en

cuenta  los  ingresos  de  la  refer ida  acusada  respecto  de  la

venta  de  uno  de  los  terrenos  objeto  de  su  evaluación

patrimonial  y  por  el  contrario  lo  consideraron  como  egreso,

además  que  no  cons ide raron  sus  ingresos  durante  e l

per iodo  de  mi l  novec ien tos  noventa  y  c inco  a l  dos  mi l ;  y

respec to  de  la  imputac ión  con tra  José  Antonio  Rodríguez

Alfaro,  justif ica  el  retiro  de su  acusación  en que los  peritos  d e

o f i c i o  n o  c on s i d e r a r on  c om o  i n g r e s o  l a  s u ma  d e  tre inta

mi l  dó lares  que  e l  refer ido  procesado  rec ib ió  en  ca l idad  de

préstamo,  n i  est imó  la  venta  de  uno  de  los  inmuebles  objeto

de  su  evaluación  patrimonial,  ni  uno  de  sus  ingresos  por

cincuenta  y  seis  mil  dó la res;  in te rp re ta  además  que  los

per i tos  o f i c ia les  co inc id ie ron  finalmente  con  la  pericia  de

parte, admitiendo que habrían incurrido en e r r o r e s  a l  n o  h ab e r

t o mad o  e n  c on s i d e r a c i ó n  d o cu me n t o s  q u e  acreditaban  los

ingresos  por  parte  de  los  procesados,  todo  lo  cual  —a  su  juic io-

debilito  la  prueba  incriminatoria  de  carácter  objetivo,  además

que  la prueba no le permite concluir que las sumas de dinero con

las que se  adquir ieron  los  b ienes  muebles  e  inmuebles  hayan

provenido  de  la  fuente  ilícita  que  obtuvo  el  intraneus  -Winston

Enrique  Alfaro  Vargas-; y  que si  bien  existe  una  estrecha  relación  de

parentesco  entre  los  mencionados  p r o c e sado s  y  e l  ¡ n t r aneus ,

con s i de r a  que  no  s e  h a  de te rm in ado  o b j e t i v a m e n t e  q u e

l o s  e n c au s a d o s  h a y a n  r e a l i z a d o  a c t o s  d e  colaboración

previos  a  la  ejecución  del  delito  de  enriquecimiento  ilícito  por

par te  de l  au to r ,  y  que  la  so la  re fe renc ia  de  los  v íncu los  de

parentesco no le permite deducir unívocamente que los actos de

los  encausados  cons t i tuyan  la  concrec ión  de  promesas

prev ias  a  la  consumación del  hecho del ictuoso por parte de su

esposa  y  de  sus  sobrinos  con  anterioridad  a  la  consumación  del

hecho  del  autor;  en  tal  v ir tud,  y  en  apl icac ión  del  art ícu lo

doscientos  setenta  y  cuatro  del  Código  de  Procedimientos



Penales,  retiró  la  acusación  formulada.  En  tal  mérito,  la  Sala

Penal  Superior  acogiendo  los  argumentos  del  Fiscal  Super i o r ,

admi t ió  e l  re t i ro  de  l a  acusac ión  esc r i ta  y  d i spuso  e l

arch ivamiento  def in i t ivo  de l  proceso  segu ido  contra  José

Anton io  Rod r í gue z  A l f a r o  y  Roxan a  Rod r í g ue z  A l f a r o  c omo

cómp l i c e s  secundarios del delito contra la Administración Pública,

en  la  modalidad  de  enr iquec imiento  i l í c i to ,  en  agrav io  de l

Estado;  reso luc ión  que  impugnada,  merec ió  e l  d ic tamen

aprobator io  por  par te  de l  F isca l  Supremo.  Cuarto: Que,  el

principio  acusatorio  constituye  una  garantía  fundamental  de  la

imparcialidad  del  órgano  jurisdiccional,  propio  de  un  Estado

Democrát ico  de  Derecho,  s iendo  una  de  sus  característ icas

esenciales  la  distribución  de  las  funciones  de  acusación  y

decisión; por  ello,  la  Norma Constitucional  en  el  inciso  cinco  de

su artículo  ciento  c incuenta  y  nueve  atr ibuye  como  func ión  a l

Min ister io  Púb l ico  e l  ejercicio  de  la  acción  penal,  en

concordancia con el artículo once del Decreto Legislativo número

cero  cincuenta  y  dos  -  Ley  Orgánica  del  Ministerio  Público;  es

decir,  tiene  función  persecutora  del  delito,  que  consiste  en

buscar,  analizar  y  presentar  las  pruebas  que  acrediten  la

responsabilidad  o  irresponsabilidad  penal  de  los  imputados,  y

solicitar  la  ap l icac ión  de  la  pena  pert inente,  de  ser  e l  caso.

Quinto: Que,  e l  M i n i s t e r i o  Púb l i c o  c omo  Ó rg ano

Cons t i t u c i on a l  e s  au tón omo  y  jerárqu icamente  organizado,

en  consecuencia,  en  un  proceso  en  e l  q u e  l a  S a l a  P e n a l

S u p e r i o r  y  e l  F i s c a l  S u p r e m o ,  a c e p t a n  l a  determinación

del  Fiscal  Superior  de  retirar  su  acusación  fiscal;  dicha

abstención  constituye  pronunciamiento  institucional  no  sujeto  a

control  sobre  el  fondo  de  lo  valorado,  así  también  lo  ha

considerado  el  máximo  intérprete  de  la  Constitución  en  el

expediente  número  dos  mil  cinco  -  dos  mil  seis  -  PHC/TC,  en

estos  términos:  "En  caso  el  fiscal  decida  no  acusar  y  dicha

resolución  sea  ratificada  por  el  Fiscal  Supremo  (En  el  caso  de

procesos  ordinarios)  o  por  el  Fiscal  Superior  (En  el  caso  de

procedimientos  sumarios),  al  haber  el  titular  de  la  acción  penal



desistido de formular acusación, el proceso penal debe llegar a su

fin".  Sexto: Q u e ,  e n  c o n s e c u e n c i a ,  e s t a n d o  a n t e  u n  d o b l e

p r o n u n c i a m i e n t o  d e s e s t i ma to r i o  po r  pa r t e  de l  t i t u l a r  d e

l a  a c c i ón  pena l ,  b a sado  en  p r op i a  y  a cabad a  va l o r a c i ón  de

l a  nueva  p rueba  r e c ab ada  en  e l  juzgamiento  —que objetivamente

se opone a la  que,  antes,  evaluó  el  Fiscal  Superior  para  sostener  su  pretensión

penal-, consistente  en  la  sustentación  de una  pericia  contable  de

parte y el resultado de un debate pericial,  sumado a la ausencia

de  prueba  objetiva  que  permite  consolidar  los  extremos

imputat ivos  respecto  a  la  fuente  de l  f inanc imiento  de  los

b ienes  adquir idos  por  los  procesados  o  respecto  a l  acuerdo

de  co laborar  anticipada  y  dolosamente  con  fines  de

enriquecimiento  de  un  tercero,  conforme  lo  sostiene  el  Fiscal

Superior  solicitante  y  es  ratificado  por  el  señor  Fiscal  Supremo,

incluso, luego de revisar los agravios expuestos por el impugnante,

por  lo  que la  justificación  del  retiro  de  acusación  no se  limitó  al

análisis  contable,  sino  que  se  extendió  a  otros  extremos  de  la

imputación,  lo  que  no  ha  sido  objetado  directamente  por  el

procurado impugnante. Que, por lo demás, se advierte que dicha

valoración  que  sustenta  el  ret iro  de  acusación  y  su  admisión,

no  vulnera  derecho  fundamental  de  orden  procesal  o  material,

que  fuerce  la  intervención  de  un  Tribunal  con  fines  de

corrección.  En  consecuencia,  corresponde  desestimar  la

pretensión  del  recurrente  y  confirmar  la  impugnada.  Por  estos

fundamentos, declararon: NO HABER NULIDAD  en el auto superior

de fecha veinte de noviembre de dos mil  nueve, corriente a fojas

cuatro mil sesenta y dos, que dio por retirada la acusación f iscal

formulada  contra  Roxana  Rodríguez  Alfaro  y  José  Antonio

Rodríguez Alfaro, como cómplices secundarios del  delito contra la

Administración  Pública  en  la  modalidad  de  enriquecimiento

i l íc ito,  en  agravio  del  Estado,  con  lo  demás  que  al  respecto

contiene; y los devolvieron.-
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